DEONTOLOGÍA DEL AUDITOR INFORMÁTICO Y CÓDIGOS DE ÉTICA
1. Marco Conceptual

1.1 Deontología
Se refiere a las normas éticas o morales así como normas materiales que regulan los deberes y derechos de los ciudadanos.

El término se utiliza para nombrar a una clase de tratado o disciplina que se centra en el análisis de los deberes y de los valores regidos por la moral.

La deontología forma parte de lo que se conoce como ética normativa, la filosofía indica que debería considerarse como bueno o malo, esto quiere decir que cada profesión, oficio o ámbito determinado puede tener su propia deontología que indica cual es el deber de cada persona.

Su origen procede del griego den (Lo debido) y logia (conocimiento, estudio); se fundamenta en el deber y las normas morales, la primera alusión al termino la hizo Betham en su Obra Ciencia de la Moral.

Se caracteriza por buscar un equilibrio en determinado estilo de vida moral y un alto nivel de profesionalidad técnico científica.

1.2 Ética 
Parte de la Filosofía que trata de las obligaciones morales del hombre y analiza el problema del bien y el mal. Es una ciencia normativa que sirve de base a la Filosofía práctica.

1.3 Moral
Ciencia que trata del bien y de las acciones humanas en orden a su bondad o malicia. No concierne al orden jurídico, sino al fuero interno o al respeto humano.

1.4 Ética Profesional del auditor

Es el conjunto de valores y principios éticos, morales y profesionales que permiten regular la actividad profesional dedicada a la auditoria, con el fin de mejorar su actuación en las empresas que audita, así como establecer la responsabilidad que este adquiere con el desarrollo de la profesión.

1.5 Código Deontológico
Conjunto de preceptos que establecen los deberes exigibles a aquellos profesionales que ejerciten una determinada actividad, tienen como finalidad incidir en sus comportamientos profesionales estimulando que éstos se ajusten a determinados principios morales que deben serviles de guía, elaborados por los propios profesionales en el marco de los colegios, asociaciones o agrupaciones que los representen.

2. CÓDIGO DE ÉTICA DEL IFAC PARA CONTADORES PROFESIONALES

2.1 Propósitos del Código de ética

El código de ética profesional es más que una declaración de responsabilidades.  Es también una herramienta de trabajo.  Notifica al público que la profesión está interesada por sí misma en la protección del interés común, y que sus miembros llevan a cabo su trabajo de forma que beneficie a la sociedad.  

Esta debe tener confianza en los miembros de la profesión, creer que son competentes y que su propósito principal es el de ayudar a sus clientes.  Estos son los factores que distinguen a una profesión de un negocio.  El público no sólo debe estar dispuesto a tener fe en las habilidades técnicas de los profesionales, sino, lo que es más importante, debe estar dispuesto a confiar en su integridad.  Los profesionales deben considerarse como personas poseedoras de un carácter que ha ganado la confianza depositada en ellos.  El público, especialmente en el caso de los auditores, debe reconocer que se les puede confiar cualquier información, por importante y privada que sea.  La confianza es más importante en el caso de los auditores que en el de los miembros de otras profesiones. 

Su trabajo no tendría ningún valor si el público no tuviese fe en sus informes.  Cuando emiten una opinión certificando que unos estados financieros están adecuadamente presentados, el banquero, los inversores y el gobierno no dudan en aceptarla como fiable.  Sin tal confianza entre las partes, la compleja estructura financiera se varía seriamente dañada.
.

2.2 Desarrollo de la Normativa

El código de ética profesional de los auditores ha ido evolucionando durante cerca de 80 años, desde el comienzo de la profesión auditoria.  Este código es moderno y dinámico, y establece de una forma realista las normas para garantizar paz en una profesión en constante cambio y expansión.  

Es el producto de una destilación de décadas de experiencia de miles de practicantes.  Algunas normas se desarrollaron cuando los sucesos específicos hicieron patente su necesidad; otras como, por ejemplo, las relativas a los servicios a la dirección, han ido surgiendo a medida que la profesión ha ido adquiriendo nuevas responsabilidades.  Dado que hasta nuestros días la profesión auditoria ha ido aumentando su complejidad, han aparecido problemas nuevos y se han de desarrollar normas nuevas.

Además, los conceptos éticos también cambian en una sociedad, y esto afecta a las normas profesionales.  Así pues, las normas profesionales comprenden un amplio margen de responsabilidad.

2.3 Ética para Auditores

No existe un código general de ética aplicable a todos los auditores.  Las distintas organizaciones profesionales y las agencias de gobierno han emitido pronunciamientos, regulaciones y algunas normas de naturaleza general relativas a la ética.  Pero no se ha establecido todavía un código general que reúna todos los aspectos.  En Guatemala está el código de ética profesional del colegio de contadores públicos y auditores.
3. NORMAS DE ÉTICA PROFESIONAL PARA LOS GRADUADOS EN CONTADURÍA PÚBLICA Y AUDITORIA

Las normas son de observación general para los Contadores Públicos y Auditores  de las distintas universidades del país o actualmente incorporados. 

3.1 Actuación en función del interés nacional

Es deber de todo profesional ejercer en función interés nacional, y en tal sentido contribuir al desarrollo del país a elevar el nivel de vida de la población.
3.2 Responsabilidad hacia la sociedad 
Independencia de criterio. Al expresar su opinión profesional, el Contador Público y Auditor asume la obligación de mantener un criterio libre e imparcial.
Entre los Principios Fundamentales de Ética Profesional se encuentran: 

3.3 Integridad

Ser franco y honesto en todas las relaciones profesionales y empresariales. 

3.4 Objetividad 

No permitir que prejuicios, conflicto de intereses o influencia indebida de terceros prevalezcan sobre los juicios profesionales o empresariales. 

3.5 Competencia y diligencia profesionales 

Mantener el conocimiento y la aptitud profesionales al nivel necesario para asegurar que el cliente o la entidad para la que trabaja reciben servicios profesionales competentes basados en los últimos avances de la práctica, de la legislación y de las técnicas y actuar con diligencia y de conformidad con las normas técnicas y profesionales aplicables.

3.6 Confidencialidad 

Respetar la confidencialidad de la información obtenida como resultado de relaciones profesionales y empresariales y, en consecuencia, no revelar dicha información a terceros sin autorización adecuada y específica, salvo que exista un derecho o deber legal o profesional de revelarla, ni hacer uso de la información en provecho propio o de terceros. 

3.7 Comportamiento profesional

Cumplir las disposiciones legales y reglamentarias aplicables y evitar cualquier actuación que pueda desacreditar a la profesión.

Haya sido en el ejercicio social que dictamine o en relación con el cual se le pide su opinión, o tenga convenios para ser director, miembro del Consejo de Administración, administrador o empleado de la empresa cliente o de una entidad afiliada, subsidiaria o que esté vinculada económica o administrativamente con la mencionada empresa, cualquiera que sea la forma como se le designe y se le retribuyan sus servicios. 

Haya tenido en el ejercicio social que dictamine o en relación con el cual se le pide su opinión, o pretenda tener alguna injerencia o vinculación económica con la empresa cliente o las vinculadas con ésta, de las indicadas en el inciso anterior, en un grado tal que pueda afectar su libertad de criterio.
3.8 Amenazas 

a) Amenazas 
Amenaza de interés propio: Reciba participación sobre los resultados del asunto que se le encomendó a favores económicos especiales y exprese su opinión en circunstancias en las cuales su retribución dependa de dichos resultados. 
b) Amenaza de auto revisión 

c) Amenaza de abogacía 

d) Amenaza de familiaridad:

Sea cónyuge o se encuentre dentro de los grados de ley, del propietario o socio principal de la empresa o de algún director administrador, o empleado del cliente, que tenga intervención importante en la administración de las empresas o actividades del propio cliente.
e) Amenaza de intimidación. 

3.9 Salvaguardas 

Salvaguardas instituidas por la profesión o por las disposiciones legales y reglamentarias, y Salvaguardas en el entorno de trabajo.

a) Profesionales de la Contabilidad en Ejercicio
Antes de aceptar a un nuevo cliente, el profesional determinará si pudiera haber una amenaza en el cumplimiento de los principios fundamentales. Ejemplo, asuntos cuestionables relacionados con el cliente. 

Hechos relacionados con el cliente que, si fueran conocidos, pueden poner en peligro el cumplimiento de los principios fundamentales, por ejemplo, la participación del cliente en actividades ilegales.
El profesional evaluará la importancia de cualquier amenaza y, cuando sea necesario, aplicará salvaguardas para eliminarlas o reducirlas a un nivel aceptable. 

Ejemplos: Obtención de conocimiento del cliente, de sus propietarios, de sus directivos y de los responsables del gobierno de la entidad y de sus actividades empresariales o Asegurarse del compromiso del cliente para mejorar las prácticas de gobierno corporativo o los controles internos.

b) Aceptación de clientes 

Obligación a rechazar tareas que no cumplan con la moral. Faltará al honor y dignidad profesional el Contador Público y Auditor que deliberada mente, directa o indirectamente, intervenga en arreglos o asuntos que no cumplan con la moral. 

Cuando  no  sea  posible  reducir  las  amenazas  a  un  nivel aceptable,  el  profesional  rehusará  establecer  una  relación  con el cliente.

Se  recomienda  que  el  profesional  revise  de  manera  periódica las  decisiones  de  aceptación  de  encargos  recurrentes  de clientes.

c) Aceptación de encargos

Preparación y calidad profesional. El Contador Público y Auditor tiene la obligación de mantener su nivel de competencia durante el ejercicio de su carrera profesional. Sólo deberá contratar trabajos que él, sus asociados y su personal, esperan poder realizar de acuerdo con su competencia profesional.
El hecho de que el Contador Público y Auditor acepte un contrato profesional, implica su compromiso en el sentid tiene la competencia necesaria para realizar el trabajo y que aplicará sus conocimientos y habilidades con diligencia y cuidado razonables. Por tanto, deberá abstenerse de aceptar o de continuar prestando sus servicios en cualquier asunto que n sea capaz de cumplir, a menos que obtenga el consejo y la ayuda que lo capacite para realizar su trabajo satisfactoriamente.
Dignificación de la profesión a base de calidad. Para hacer llegar a quien contrate sus servicios y a la sociedad en general una imagen positiva, consecuente con la buena reputación de la Contaduría Pública, el profesional se valdrá únicamente de su competencia y su calidad personal, así como de la promoción institucional. 

El  principio  fundamental  de  competencia  y  diligencia  profesional obliga  al  profesional  a  prestar  únicamente  aquellos  servicios  que pueda realizar de modo competente.

Por  ejemplo,  se  origina  una  amenaza  de  interés  propio  en  relación con  la  competencia  y  diligencia  profesional  si  el  equipo  de  trabajo no  posee, o no puede adquirir, las competencias necesarias para realizar adecuadamente dicho trabajo.

El  profesional  evaluará  la  importancia  de  las  amenazas  y,  cuando  sea necesario, aplicará salvaguardas para eliminarlas o reducirlas a un  nivel aceptable.

Ejemplos de salvaguardas: Obtener un conocimiento adecuado de la naturaleza de los negocios del cliente, de la complejidad de sus operaciones, de los requisitos específicos del trabajo y de la finalidad, naturaleza y alcance que se ha de realizar.
• Asignar suficiente personal con las competencias necesarias.

• Utilizar  expertos cuando sea necesario.

• Establecer un acuerdo sobre plazos realistas para la ejecución del trabajo.

Cuando  un  profesional  tenga  intención  de  confiar  en  el asesoramiento  o  trabajo  de  un  experto,  el  profesional  determinará si dicha confianza está fundamentada.

• Los  factores  a  considerar  incluyen: reputación,  especialización, recursos disponibles y normas profesionales y de ética aplicables.

• Dicha información se puede  obtener de una  anterior relación con  el

Experto o consultando a otros.

d) Cambios en el Nombramiento

El  profesional  al  que  se  solicita  que  sustituya  a  otro  profesional,  o que  esté  considerando  la  posibilidad  de  hacer  una  oferta  por  un trabajo  para  el  que  está  nombrado  en  la  actualidad  otro profesional,  determinará  si  existe  algún  motivo  profesional  u  otro, para no aceptar el encargo.

El  profesional  evaluará  la  importancia  de  cualquier  amenaza  que pueda  existir .  Según  la  naturaleza  del  trabajo,  esto  puede  requerir una  comunicación  directa  con  el  profesional  actual  para  establecer los  hechos  y  circunstancias  relativos  al  cambio  propuesto  con  el  fin de permitirle decidir si sería adecuado aceptar el encargo.

Por  lo  general,  el  profesional  necesitará  obtener  la autorización  del  cliente,  preferentemente  por  escrito,  para iniciar  la  discusión  con  el  profesional  actual.  Una  vez  que  la autorización  haya  sido  obtenida,  el  profesional  actual cumplirá  las  disposiciones  legales  y  reglamentarias  relevantes que regulan dichas solicitudes.

e) Honorarios y otros tipos de remuneración

Retribución económica. Al acordar la compensación económica que le corresponda recibir, el Contador Público y Auditor, deberá tener presente que la retribución por sus servicios no constituyen el único y principal objetivo ni la razón de ser del ejercicio de su profesión. Los honorarios que perciba deberán estar acordes con la naturaleza, importancia, tiempo y especialización requeridos para llevar a cabo el trabajo solicitado. 
No se ofrecerán ni prestarán servicios profesionales de Auditoria a cambio de honorarios que dependan del resultado que se logre como consecuencia de tales servicios, excepto cuando la decisión depende de autoridad competente y no del propio Contador Público y Auditor. Los honorarios que deban fijarse por tribunales de justicia o por funcionarios públicos y que en el momento de iniciación del trabajo tengan cuantía indeterminada no se considerarán comprendidos en la prohibición anterior. 
Cuando  se  inician  negociaciones  relativas  a  servicios profesionales,  el  profesional  puede  proponer  los  honorarios que considere adecuados. El  hecho  de  que  un  profesional  pueda  proponer  unos honorarios inferiores a los de otro no es, en sí, poco ético. 

Por  ejemplo,  se  origina  una  amenaza  de  interés  propio  en relación  con  la  competencia  y  diligencia  profesionales  si  los honorarios  propuestos  son  tan  bajos  que  por  ese  precio resultará  difícil  ejecutar  el  encargo  de  conformidad  con  las normas técnicas y profesionales aplicables.

Se evaluará la importancia de cualquier amenaza de ese tipo y,  cuando resulte necesario, se aplicarán salvaguardas para eliminarla  o reducirla a un nivel aceptable. Ejemplos de salvaguardas son:

Un acuerdo previo por escrito con el cliente relativo a la base para determinar la remuneración.

Revelar a los usuarios a quienes se destina el trabajo realizado  por el   Profesional y la base para determinar la remuneración.

Políticas y procedimientos de control de calidad.

En  algunas  circunstancias,  el  profesional  puede  percibir ,  en  relación  con   un  cliente, honorarios  por referencia  o una  comisión.  Por  ejemplo,  cuando  el  profesional  no presta un servicio específico demandado, puede percibir unos honorarios por referir un cliente recurrente  a otro profesional o a otro experto. 

El  profesional  en ejercicio  también  puede  pagar  honorarios  por referencia  para  obtener un  cliente,  por  ejemplo,  cuando  el  cliente  continúa  siendo  cliente  de  otro  profesional pero requiere  servicios  especializados  que el profesional  actual no ofrece.

Revelar  al  cliente  cualquier  acuerdo  de  pagar  honorarios  a  otro  profesional  por trabajo referido.

Obtener  de  antemano  el  beneplácito  del  cliente  para  establecer  acuerdos  de comisiones  por la venta por un tercero de bienes o servicios  al cliente.
4. PRINCIPIOS DEONTOLÓGICOS APLICABLES A LOS AUDITORES      INFORMÁTICOS

Los principios deontológicos aplicables a los auditores deben necesariamente estar en consonancia con los del resto de profesionales y especialmente con los de aquellos cuya actividad presente mayores concomitancias con la de la auditoría, razón por la cual, en equivalencia con los principios deontológicos adoptados por diferentes colegios y asociaciones profesionales de nuestro entorno socio-cultural, y sin ánimo de exhaustividad, se pueden indicar como básicos, en un orden meramente alfabético y ajeno, por tanto, a cualquier ponderación de importancia, los siguientes:

4.1 Principio de beneficio del auditado
El auditor deberá ver cómo se puede conseguir la máxima eficacia y rentabilidad de los medios informático de la empresa auditada, estando obligado a presentar recomendaciones acerca del reforzamiento del sistema y el estudio de las soluciones más idóneas según los problemas detectados en el sistema informático de esta última, siempre y cuando las soluciones que se adopten no violen la ley ni los principios éticos de las normas deontológicas.

Cualquier actitud que anteponga intereses personales del auditor a los del auditado deberá considerarse como no ética, ya que limitará necesariamente la aptitud del primero para prestar al segundo toda la ayuda que, a tenor de su capacitación, puede y debe aportarle.

El auditor deberá lógicamente abstenerse de recomendar actuaciones innecesa​riamente onerosas, dañinas o que generen riesgos injustificados para el auditado, e igualmente de proponer modificaciones carentes de base científica contrastada, insuficientemente probadas, o de imprevisible futuro.

4.2 Principio de calidad

El auditor deberá prestar sus servicios a tenor de las posibilidades de la ciencia y medios a su alcance con absoluta libertad respecto a la utilización de dichos medios y en unas condiciones técnicas adecuadas para el idóneo cumplimiento de su labor.

En los casos en que la precariedad de medios puestos a su disposición impidan o dificulten seriamente la realización de la auditoría, deberá negarse a realizarla hasta que se le garantice un mínimo de condiciones técnicas que no comprometan la calidad de sus servicios o dictámenes.

Cuando durante la ejecución de la auditoría, el auditor considerase conveniente recabar el informe de otros técnicos más cualificados sobre algún aspecto o incidencia que superase su capacitación profesional para analizarlo en idóneas condiciones, deberá remitir el mismo a un especialista en la materia o recabar su dictamen para reforzar la calidad y fiabilidad global de la auditoría.

4.3 Principio de capacidad

El auditor debe estar plenamente capacitado para la realización de la auditoría encomendada, máxime teniendo en cuenta que, en la mayoría de los casos, dada su especialización, a los auditados en algunos casos les puede ser extremadamente difícil verificar sus recomendaciones y evaluar correctamente la precisión de las mismas.

Hay que tener muy presente que el auditor, al igual que otros determinados profesionales (médicos, abogados, educadores, etc.), puede incidir en la toma de decisiones de la mayoría de sus clientes con un elevado grado de autonomía, dada la dificultad práctica de los mismos de contrastar su capacidad profesional y el desequilibrio de conocimientos técnicos existentes entre el auditor y los auditados.

Debe, por tanto, ser plenamente consciente del alcance de sus conocimientos y de su capacidad y aptitud para desarrollar la auditoría evitando que una sobreestimación personal pudiera provocar el incumplimiento parcial o total de la misma, aun en los casos en que dicho incumplimiento no pueda ser detectado por las personas que le contraten dadas sus carencias cognitivas técnicas al respecto.

Conviene indicar que en los casos de producirse, por el contrario, una subestimación de su capacidad profesional, esta circunstancia podría afectar negativamente en la confianza del auditado sobre el resultado final de la auditoría, dejándole una innecesaria impresión de inseguridad sobre las propuestas o decisiones a adoptar.

A efectos de garantizar, en la medida de lo posible, la pertinencia de sus conocimientos, el auditor deberá procurar que éstos evolucionen, al unísono con el desarrollo de las tecnologías de la información, en una forma dinámica, evitando una perniciosa estaticidad técnico-intelectual que, en este campo de la ciencia, origina una drástica reducción de las garantías de seguridad y una obsolescencia de métodos y técnicas que pueden inhabilitarle para el ejercicio de su profesión.

4.4 Principio de cautela

El auditor debe en todo momento ser consciente de que sus recomendaciones deben estar basadas en la experiencia contrastada que se le supone tiene adquirida, evitando que, por un exceso de vanidad, el auditado se embarque en proyectos de futuro fundamentados en simples intuiciones sobre la posible evolución de las nuevas tecnologías de la información.

Si bien es cierto que el auditor debe estar al corriente del desarrollo de dichas tecnologías de la información e informar al auditado de su previsible evolución, no es menos cierto que debe evitar la tentación de creer que, gracias a sus conocimientos, puede aventurar, con un casi absoluto grado de certeza, los futuros avances tecnológicos y transmitir, como medio de demostrar su cualificada especialización, dichas previsiones como hechos incontestables incitando al auditado a iniciar ilusorios e insuficientemente garantizados proyectos de futuro.

Debe, por tanto, el auditor actuar con un cierto grado de humildad, evitando dar la impresión de estar al corriente de una información privilegiada sobre el estado real de la evolución de los proyectos sobre nuevas tecnologías y ponderar las dudas que le surjan en el transcurso de la auditoría a fin de poner de manifiesto las diferentes posibles líneas de actuación en función de previsiones reales y porcentajes de riesgo calculados de las mismas, debidamente fundamentadas.

4.5 Principio de comportamiento profesional

El auditor, tanto en sus relaciones con el auditado como con terceras personas, deberá, en todo momento, actuar conforme a las normas, implícitas o explícitas, de dignidad de la profesión y de corrección en el trato personal.

Para ello deberá cuidar la moderación en la exposición de sus juicios u opiniones evitando caer en exageraciones o atemorizaciones innecesarias procurando, en todo momento, transmitir una imagen de precisión y exactitud en sus comentarios que avalen su comportamiento profesional e infundan una mayor seguridad y confianza a sus clientes.

El comportamiento profesional exige del auditor una seguridad en sus conocimientos técnicos y una clara percepción de sus carencias, debiendo eludir las injerencias no solicitadas por él, de profesionales de otras áreas, en temas relacionados o que puedan incidir en el resultado de la auditoría y, cuando precisase del asesoramiento de otros expertos, acudir a ellos, dejando en dicho supuesto constancia de esa circunstancia y reflejando en forma diferenciada, en sus informes y dictámenes, las opiniones y conclusiones propias y las emitidas por los mismos.

El auditor debe asimismo guardar un escrupuloso respeto por la política empresarial del auditado, aunque ésta difiera ostensiblemente de las del resto del sector en las que desarrolla su actividad, evitar comentarios extemporáneos sobre la misma en tanto no estén relacionados o afecten al objeto de la auditoría y analizar pormenorizadamente las innovaciones concretas puestas en marcha por el auditado a fin de determinar sus específicas ventajas y riesgos, eludiendo evaluarlas únicamente a tenor de los estándares medios del resto de empresas de su sector.

Igualmente debe evitar realizar actos que simulen aplicaciones de tratamientos ficticios, encubran comportamientos no profesionales o den publicidad a metodologías propias o ajenas insuficientemente contrastadas y garantizadas.

4.6 Principio de concentración en el trabajo

En su línea de actuación, el auditor deberá evitar que un exceso de trabajo supere sus posibilidades de concentración y precisión en cada una de las tareas a él encomendadas, ya que la saturación y dispersión de trabajos suele a menudo, si no está debidamente controlada, provocar la conclusión de los mismos sin las debidas garantías de seguridad.

A este efecto, el auditor deberá sopesar las posibles consecuencias de una acumulación excesiva de trabajos a fin de no asumir aquellos que objetivamente no tenga tiempo de realizar con las debidas garantías de calidad, debiendo rechazar o posponer los que en dichas circunstancias se le ofrezcan.

Asimismo deberá evitar la desaconsejable práctica de ahorro de esfuerzos basada en la reproducción de partes significativas de trabajos o conclusiones obtenidas de trabajos previos en otros posteriores elaborados como colofón de nuevas auditorías.

Por el contrario, sí es admisible el que, una vez analizados en profundidad los aspectos a tener en cuenta y obtenidas las correspondientes conclusiones, se contrasten las mismas a tenor de la experiencia adquirida y reflejada en anteriores informes, ya que este modo de actuar permite detectar posibles omisiones en el estudio, completar los trabajos sobre el objeto de la auditoría incompletamente ejecutados y cubrir las imprevisiones detectadas por medio de esta comparación.

Este comportamiento profesional permitirá al auditor dedicar a su cliente la mayor parte de los recursos posibles obtenidos de sus conocimientos y experiencias previas con una completa atención durante la ejecución de la auditoría sin injerencias o desatenciones originadas por prestaciones ajenas a la misma.

4.7 Principio de confianza

El auditor deberá facilitar e incrementar la confianza del auditado en base a una actuación de transparencia en su actividad profesional sin alardes científico-técnicos que, por su incomprensión, puedan restar credibilidad a los resultados obtenidos y a las directrices aconsejadas de actuación.

Este principio requiere asimismo, por parte del auditor, el mantener una confianza en las indicaciones del auditado aceptándolas sin reservas como válidas, a no ser que observe datos que las contradigan y previa confirmación personal de la inequívoca veracidad de los mismos.

Para fortalecer esa confianza mutua se requiere por ambas partes una disposición de diálogo sin ambigüedades que permita aclarar las dudas que, a lo largo de la auditoría, pudieran surgir sobre cualesquiera aspectos que pudieran resultar conflictivos, todo ello con la garantía del secreto profesional que debe regir en su relación.

El auditor deberá, en consonancia con esta forma de actuar, adecuar su lenguaje al nivel de comprensión del auditado, descendiendo y detallando cuanto haga falta en su explicación debiendo solicitar, cuando lo considere necesario, la presencia de alguno de los colaboradores de confianza de su cliente que pudiera apreciar determinados aspectos técnicos cuando precise informarle sobre cuestiones de una especial complejidad científica.

4.8 Principio de criterio propio

El auditor durante la ejecución de la auditoría deberá actuar con criterio propio y no permitir que éste esté subordinado al de otros profesionales, aun de reconocido prestigio, que no coincidan con el mismo.

En los casos en que aprecie divergencias de criterio con dichos profesionales sobre aspectos puntuales de su trabajo, deberá reflejar dichas divergencias dejando plenamente de manifiesto su propio criterio e indicando, cuando aquél esté sustentado en metodologías o experiencias que difieran de las corrientes profesionales mayoritariamente asumidas, dicha circunstancia.

La defensa a ultranza del propio criterio no es óbice para respetar las críticas adversas de terceros, aunque el auditor debe evitar que, si una vez analizadas continúa discrepando de las mismas, éstas puedan seguir influyendo en su trabajo, ya que la libertad de criterio impone al auditor la obligación ética de actuar en todo momento en la forma que él considere personalmente más beneficiosa para el auditado, aun cuando terceras personas le inciten a desarrollar líneas diferentes de actuación.

Este principio exige asimismo del auditor una actitud cuasi beligerante en los casos en que llegue al convencimiento de que la actividad que se le solicita, presuntamente para evaluar y mejorar un sistema informático, tiene otra finalidad ajena a la auditoría, en cuyo caso deberá negarse a prestar su asistencia poniendo de manifiesto el porqué de dicha negativa.

De igual forma cuando el auditor observe que, de forma reiterada, el auditado se niega, sin justificación alguna, a adoptar sus propuestas, deberá plantearse la continuidad de sus servicios en función de las razones y causas que considere puedan justificar dicho proceder.

4.9 Principio de discreción

El auditor deberá en todo momento mantener una cierta discreción en la divulgación de datos, aparentemente inocuos, que se le hayan puesto de manifiesto durante la ejecución de la auditoría.

Este cuidado deberá extremarse cuando la divulgación de dichos datos pudiera afectar a derechos relacionados con la intimidad o profesionalidad de las personas concernidas por los mismos o a intereses empresariales, y mantenerse tanto durante la realización de la auditoría como tras su finalización.

4.10 Principio de economía

El auditor deberá proteger, en la medida de sus conocimientos, los derechos económicos del auditado evitando generar gastos innecesarios en el ejercicio de su actividad.

En cumplimiento de este principio deberá procurar evitar dilaciones innecesarias en la realización de la auditoría. Esta economía de tiempos permitirá al auditado reducir los plazos de actuación tendentes a solventar los problemas detectados o a la adecuación a los nuevos métodos propuestos aportando un determinado valor añadido al trabajo del auditor.

De igual forma, el auditor deberá tener en cuenta la economía de medios materiales o humanos, eludiendo utilizar aquellos que no se precisen, lo que redundará en reducciones de gastos no justificados.

Conviene, en virtud de este principio, delimitar en la forma más concreta posible ab initio el alcance y límites de la auditoría a efectos de evitar tener que realizar estudios sobre aspectos colaterales no significativos, que detraen tiempo y medios para su análisis, y emitir informes sobre temas circunstanciales o ajenos a la finalidad perseguida.

El auditor deberá rechazar las ampliaciones del trabajo en marcha, aun a petición del auditado, sobre asuntos no directamente relacionados con la auditoría, dejando que de ellos se encarguen los profesionales ad hoc, y evitará entrar en discusiones, comentarios, visitas de cortesías, etc. que no estén justificadas con la ejecución de la misma.

En las recomendaciones y conclusiones realizadas en base a su trabajo deberá asimismo eludir, incitar o proponer actuaciones que puedan generar gastos innecesarios o desproporcionados.

4.11 Principio de formación continuada

Este principio, íntimamente ligado al principio de capacidad y vinculado a la continua evolución de las tecnologías de la información y las metodologías relacionadas con las mismas, impone a los auditores el deber y la responsabilidad de mantener una permanente actualización de sus conocimientos y métodos a fin de adecuados a las necesidades de la demanda y a las exigencias de la competencia de la oferta.

La progresiva especialización de sus clientes exige asimismo de los auditores, para poder mantener el grado de confianza que se precisa para dejar en sus manos el análisis de las prestaciones de los sistemas informáticos, un continuo plan de formación personal que implique un seguimiento del desarrollo y oportunidades de las nuevas tecnologías de la información para poder incorporar dichas innovaciones, una vez consolidadas, a los sistemas de sus clientes, evitando de esta forma su obsolescencia.

4.12 Principio de fortalecimiento y respeto de la profesión

La defensa de los auditados pasa por el fortalecimiento de la profesión de los auditores informáticos, lo que exige un respeto por el ejercicio, globalmente considerado, de la actividad desarrollada por los mismos y un comportamiento acorde con los requisitos exigibles para el idóneo cumplimiento de la finalidad de las auditorías.

En consonancia con el principio de defensa de la profesión de los auditores, éstos deberán cuidar del reconocimiento del valor de su trabajo y de la correcta valoración de la importancia de los resultados obtenidos con el mismo.

En cuanto a la remuneración por su actividad profesional ésta debería estar acorde con la preparación del auditor y con el valor añadido que aporta al auditado con su trabajo, siendo rechazable el establecimiento de acuerdos que impliquen remuneraciones al auditor manifiestamente desproporcionadas tanto por insuficientes como por abusivas; ya que a largo plazo, tanto las unas como las otras redundan en un debilitamiento del reconocimiento y aprecio de la profesión.

El auditor deberá, por tanto, en prestigio de su profesión, evitar competir deslealmente con sus compañeros rebajando sus precios a límites impropios del trabajo a realizar con la finalidad de eliminar competidores y reducir la competencia profesional, e igualmente evitar abusar de su especialización para imponer una remuneración como contrapartida a su actividad profesional que manifiestamente exceda del valor objetivo de su trabajo.

Como integrante de un grupo profesional, deberá promover el respeto mutuo y la no confrontación entre compañeros. Este respeto no está reñido, sin embargo, con la denuncia de comportamientos indebidos, parasitarios o dolosos en los casos en que éstos le hayan quedado patentes, ya que estas denuncias deben contemplarse en el marco de la defensa de la propia profesión como forma de elevar su reconocimiento.

En sus relaciones profesionales deberá exigir asimismo una reciprocidad en el comportamiento ético de sus colegas y facilitar las relaciones de confraternidad y mutuo apoyo cuando así se lo soliciten. Este mutuo apoyo no debe entenderse en ningún caso como contraprestación gratuita de asesoramiento, sino como cauce de colaboración en temas puntuales que precisen de una cierta especialización o contrastación de opiniones.

4.13 Principio de independencia

Este principio, muy relacionado con el principio de criterio propio, obliga al auditor, tanto si actúa como profesional externo o con dependencia laboral respecto a la empresa en la que deba realizar la auditoría informática, a exigir una total autonomía e independencia en su trabajo, condición ésta imprescindible para permitirle actuar libremente según su leal saber y entender.

La independencia del auditor constituye, en su esencia, la garantía de que los intereses del auditado serán asumidos con objetividad; en consecuencia el correcto ejercicio profesional de los auditores es antagónico con la realización de su actividad bajo cualesquiera condiciones que no permitan garantizarla.

Esta independencia implica asimismo el rechazo de criterios con los que no esté plenamente de acuerdo, debiendo reflejar en su informe final tan sólo aquellos que considere pertinentes, evitando incluir en el mismo aquellos otros con los que di sienta aunque sea impelido a ello.

El auditor igualmente deberá preservar su derecho y obligación de decir y poner de manifiesto todo aquello que según su ciencia y conciencia considere necesario, y abstenerse de adoptar métodos o recomendar líneas de actuación que, según su entender, pudieran producir perjuicios al auditado, aunque éste así se lo solicite.

A efectos de salvaguardar su independencia funcional, deberá eludir establecer dependencias con firmas que la limiten a fin de evitar que, aun subjetivamente, pueda producirse una reducción de su libertad de actuación profesional.

Conviene, sin embargo, diferenciar esta independencia en su trabajo de la exigencia de utilizar el resultado del mismo, lo que obviamente entra en el campo competencial de la potestad de actuación del auditado, el cual puede seguir o ignorar, por las razones que estime convenientes, sus informes, recomendaciones, orientaciones o consejos sin que ello suponga merma alguna en la independencia del auditor.

4.14 Principio de información suficiente

Este principio de primordial interés para el auditado, obliga al auditor a ser plenamente consciente de su obligación de aportar, en forma pormenorizadamente clara, precisa e inteligible para el auditado, información tanto sobre todos y cada uno de los puntos relacionados con la auditoría que puedan tener algún interés para él, como sobre las conclusiones a las que ha llegado, e igualmente informarle sobre la actividad desarrollada durante la misma que ha servido de base para llegar a dichas conclusiones.

Dicha información deberá estar constituida por aquella que el auditor considere conveniente o beneficiosa para los intereses o seguridad de su cliente y estar en consonancia con la utilidad que pueda tener, en el presente o en el futuro, para el mismo. Junto a dicha información deberá asimismo facilitar cualquier otra que le sea requerida por el auditado, aunque la considere intranscendente o poco significativa, siempre y cuando ésta tenga una relación directa y no meramente circunstancial con el objeto de la auditoría y no afecte a datos nominativos cuyo deber de secreto le sea exigible.

En dichas informaciones deberá evitar aportar datos intrascendentes para su cliente (datos que sólo afecten a su propia imagen comercial o profesional del auditor -auto propaganda-, datos comerciales no pertinentes, etc.), que sólo persigan incrementar el volumen del informe o justificar la ausencia de determinadas precisiones de singular importancia mediante la aportación de otras de menor interés y de más fácil elaboración para el auditor.

El auditor deberá asimismo comprometerse con sus conclusiones, debiendo indicar en ellas los defectos observados en el sistema informático, las líneas de actuación que recomienda y las dudas que respecto a las mismas se le plantean, indicando en este último caso si la causa excepcional que las produce se deriva de una insuficiencia de datos sobre el propio sistema, de una falta de conocimientos técnicos del propio auditor que le impide decidirse, con una mínima garantía de fiabilidad, sobre la conveniencia de inclinarse preferentemente por alguna de ellas, o de una incertidumbre sobre posibles evoluciones a medio o largo plazo de los avances tecnológicos.

Ciertamente el auditor debe ser consciente de que la explicitación de sus dudas afectará a la confianza del auditado, pero en cualquier caso es preferible transmitir una información veraz, entendida ésta como la que es exigible a todo buen profesional en el ejercicio de su actividad a tenor de sus conocimientos, que trasmitir, como opinión experta, una información de la que no pueda garantizar personalmente su exactitud.

Es importante asimismo que la información trasmitida al auditado ponga de manifiesto una prudencia y sentido de la responsabilidad, características estas que nunca deben estar reñidas con los principios de suficiencia informativa y de veracidad, evitando recrear los aspectos negativos o los errores humanos detectados que deben quedar reflejados con un cierto tacto profesional.

El auditor debe evitar hacer recaer la totalidad de inadaptaciones del sistema sobre algunos elementos singulares (personales o materiales), ignorando aquellos otros que pudieran tener incidencia en los fallos o anomalías detectadas, por simple comodidad en la elaboración de sus informes, y huir del secretismo en cuanto a la explicitación de los métodos utilizados siendo inadmisible que se aproveche para ello de la buena fe del auditado.

La labor informativa del auditor deberá, por tanto, estar basada en la suficiencia, autonomía y máximo aprovechamiento de la misma por parte de su cliente, debiendo indicar junto a sus juicios de valor, la metodología que le ha llevado a establecerlos para, de esta forma, facilitar el que, en futuras auditorías, puedan aprovecharse los conocimientos extraídos de la así realizada, eludiendo monopolios fáctico s y dependencias generadas por oscurantismo en la trasmisión de la información.

4.15 Principio de integridad moral

Este principio, inherentemente ligado a la dignidad de persona, obliga al auditor a ser honesto, leal y diligente en el desempeño de su misión, a ajustarse a las normas morales, de justicia y probidad, y a evitar participar, voluntaria o inconscientemente, en cualesquiera actos de corrupción personal o de terceras persona.

El auditor no deberá, bajo ninguna circunstancia, aprovechar los conocimientos adquiridos durante la auditoría para utilizarlos en contra del auditado o de terceras personas relacionadas con el mismo.

Durante la realización de la auditoría, el auditor deberá emplear la máxima diligencia, dedicación y precisión, utilizando para ello todo su saber y entender.

4.16 Principio de legalidad

En todo momento el auditor deberá evitar utilizar sus conocimientos para facilitar, a los auditados o a terceras personas, la contravención de la legalidad vigente.

En ningún caso consentirá ni colaborará en la desactivación o eliminación de dispositivos de seguridad ni intentará obtener los códigos o claves de acceso a sectores restringidos de información generados para proteger los derechos, obligaciones o intereses de terceros (derecho a la intimidad, secreto profesional, propiedad intelectual, etc.).

De igual forma los auditores deberán abstenerse de intervenir líneas de comunicación o controlar actividades que puedan generar vulneración de derechos personales o empresariales dignos de protección.

La primacía de esta obligación exige del auditor un comportamiento activo de oposición a todo intento, por parte del auditado o de terceras personas, tendente a infringir cualquier precepto integrado en el derecho positivo.

4.17 Principio de libre competencia

La actual economía de mercado exige que el ejercicio de la profesión se realice en el marco de la libre competencia, siendo rechazables, por tanto, las prácticas colusorias tendentes a impedir o limitar la legítima competencia de otros profesionales y las prácticas abusivas consistentes en el aprovechamiento en beneficio propio, y en contra de los intereses de los auditados, de posiciones predominantes.

En la comercialización de los servicios de auditoría informática deben evitarse tanto los comportamientos parasitarios como los meramente desleales, entendidos los primeros como aprovechamientos indebidos del trabajo y reputación de otros en beneficio propio, y los segundos como intentos de confundir a los demandantes de dichos servicios mediante ambigüedades, insinuaciones o puntualizaciones que sólo tengan por objetivo enmascarar la calidad y fiabilidad de la oferta.

4.18 Principio de no discriminación

El auditor en su actuación previa, durante y posterior a la auditoría, deberá evitar inducir, participar o aceptar situaciones discriminatorias de ningún tipo, debiendo ejercer su actividad profesional sin prejuicios de ninguna clase y con independencia de las características personales, sociales o económicas de sus clientes.

Deberá evitar cualquier tipo de condicionantes personalizados y actuar en todos los casos con similar diligencia con independencia de los beneficios obtenidos del auditado, de las simpatías personales que tenga hacia éste o de cualquier otra circunstancia.

Su actuación deberá asimismo mantener una igualdad de trato profesional con la totalidad de personas con las que en virtud de su trabajo tenga que relacionarse con independencia de categoría, estatus empresarial o profesional, etc.

4.19 Principio de no injerencia

El auditor, dada la incidencia que puede derivarse de su tarea, deberá evitar injerencias en los trabajos de otros profesionales, respetar su labor y eludir hacer comentarios que pudieran interpretarse como despreciativo s de la misma o provocar un cierto desprestigio de su cualificación profesional, a no ser que, por necesidades de la auditoría, tuviera que explicitar determinadas inodiedades que pudieran afectar a las conclusiones o el resultado de su dictamen.
Deberá igualmente evitar aprovechar los datos obtenidos de la auditoría para entrar en competencia desleal con profesionales relacionados con ella de otras áreas del conocimiento. Esa injerencia es mayormente reprobable en los casos en los que se incida en aquellos campos de actividad para los que el auditor no se encuentre plenamente capacitado.

4.20 Principio de precisión

Este principio estrechamente relacionado con el principio de calidad exige del auditor la no conclusión de su trabajo hasta estar convencido, en la medida de lo posible, de la viabilidad de sus propuestas, debiendo ampliar el estudio del sistema informático cuanto considere necesario, sin agobios de plazos (con la excepción de lo ya indicado anteriormente respecto al principio de economía) siempre que se cuente con la aquiescencia del auditado, hasta obtener dicho convencimiento.

En la exposición de sus conclusiones deberá ser suficientemente crítico, no eludiendo poner de manifiesto aquellos aspectos concretos que considere puedan tener una cierta incidencia en la calidad y fiabilidad de la auditoría, ni quedándose en generalidades o indefiniciones que por su amplitud o ambigüedad sólo pretendan cubrir al auditor de los riesgos derivados de toda concreción en detrimento de los derechos e intereses del auditado.

Es exigible asimismo del auditor que indique como evaluado únicamente aquello que directamente, o por medio de sus colaboradores, haya comprobado u observado de forma exhaustiva, eludiendo indicar como propias y contrastadas las observaciones parciales o incompletas o las recabadas de terceras personas.

4.21 Principio de publicidad adecuada

La oferta y promoción de los servicios de auditoría deberán en todo momento ajustarse a las características, condiciones y finalidad perseguidas, siendo contraria a la ética profesional la difusión de publicidad falsa o engañosa que tenga como objetivo confundir a los potenciales usuarios de dichos servicios.

La defensa del prestigio de la profesión obliga asimismo a los auditores informático s a evitar las campañas publicitarias que, por su contenido, puedan desvirtuar la realidad de sus servicios, enmascaren los límites de los mismos, oscurezcan sus objetivos o prometan resultados de imprevisible, cuando no imposible, consecución.

4.22 Principio de responsabilidad

El auditor deberá, como elemento intrínseco de todo comportamiento profesional, responsabilizarse de lo que haga, diga o aconseje, sirviendo esta forma de actuar como cortapisa de injerencias extra profesionales.

Si bien este principio aparentemente puede resultar especialmente gravoso en auditorías de gran complejidad, que por otra parte son las habitualmente encomendadas a los auditores informáticos, es preciso tenerlo presente a fin de poder garantizar su: responsabilidad en los casos en que, debido a errores humanos durante la ejecución de la auditoría, se produzcan daños a su cliente que le pudieran ser imputados.

Por ello es conveniente impulsar la formalización y suscripción de seguros, adaptados a las peculiares características de su actividad, que cubran la responsabilidad civil de los auditores con una suficiente cobertura a fin de acrecentar la confianza y solvencia de su actuación profesional.

Obviamente las compañías aseguradoras podrán introducir determinados módulos correctores del coste- de suscripción de las correspondientes pólizas a tenor de las garantías que los auditores puedan aportar (certificaciones profesionales, años de experiencia, etc.), lo que avalaría una más racional estructuración de la oferta.

La responsabilidad del auditor conlleva la obligación de resarcimiento de los daños o perjuicios que pudieran derivarse de una actuación negligente o culposa, si bien debería probarse la conexión causa-efecto originaria del daño, siendo aconsejable estipular a priori  un tope máximo de responsabilidad sobre los posibles daños acorde con la remuneración acordada como contraprestación por la realización de la auditoría.

4.23 Principio de secreto profesional

La confidencia y la confianza son características esenciales de las relaciones entre el auditor y el auditado e imponen al primero la obligación de guardar en secreto los hechos e informaciones que conozca en el ejercicio de su actividad profesional. Solamente por imperativo legal podrá decaer esa obligación.

Este principio, inherente al ejercicio de la profesión del auditor, estipulado en beneficio de la seguridad del auditado, obliga al primero a no difundir a terceras personas ningún dato que haya visto, oído, o deducido durante el desarrollo de su trabajo que pudiera perjudicar a su cliente, siendo nulos cualesquiera pactos contractuales que pretendieran excluir dicha obligación.

El mantenimiento del secreto profesional sobre la información obtenida durante la auditoría se extiende a aquellas personas que, bajo la potestad organizadora del auditor, colaboren con él en cualquiera de las actividades relacionadas con la misma.

Si se produjese una dejación, por parte de las personas que dependen del auditor, de la obligación de mantener secreto sobre los datos obtenidos de la auditoría, recaerá sobre ellos la correspondiente obligación de resarcimiento por los daños materiales o morales causados como consecuencia de la misma, obligación que compartirán solidariamente con el auditor en virtud de la responsabilidad in eligiendo o in vigilando que éste asume por los actos de sus colaboradores.

Este deber de secreto impone asimismo al auditor el establecimiento de las medidas y mecanismos de seguridad pertinentes para garantizar al auditado que la información documentada, obtenida a lo largo de la auditoría, va a quedar almacenada en entorno s o soportes que impidan la accesibilidad a la misma por terceras personas no autorizadas. El auditor tan sólo deberá permitir el acceso y conocimiento de la misma a los profesionales que, bajo su dependencia organizativa, estén igualmente sujetos al deber de mantener el secreto profesional y en la medida en que, por las necesidades de información de los mismos, sea preciso.

No debe considerarse, por el contrario, como vulneración del secreto profesional, la transmisión de datos confidenciales del auditado a otros profesionales cuando esta circunstancia se origine por expresa petición del mismo; la conservación de los informes durante un plazo prudencial, siempre y cuando se cuente con las medidas de seguridad adecuadas; la difusión, con una finalidad científica, o meramente divulgativa, de los problemas detectados en la auditoría y las soluciones a los mismos si previamente se disgregan los datos de forma tal que no puedan asociarse en ningún caso los mismos a personas o empresas determinadas; ni, por último, la revelación del secreto por imperativo legal siguiendo los cauces correspondientes, debiéndose, aun así, mantener al máximo la cautela que impone dicho levantamiento del secreto.

En los casos en que el auditor actúe por cuenta ajena en el marco contractual establecido con la empresa por medio de la cual presta sus servicios al auditado, la transmisión de la información recogida durante la auditoría a su empresa deberá circunscribirse únicamente a los datos administrativos reguladores de su actividad (precio de la auditoría, gastos generados, tiempo empleado, medios de la empresa utilizados, etc.), excluyendo de dicha información los datos técnicos observados en el sistema informático o los relacionados con cualesquiera otros aspectos, a no ser que el auditado consienta fehacientemente en que dichos datos sean entregados a los responsables de la empresa que, en este caso, quedarán a su vez obligados a mantener el secreto profesional sobre los mismos.

4.24 Principio de servicio público

La aplicación de este principio debe incitar al auditor a hacer lo que esté en su mano y sin perjuicio de los intereses de su cliente, para evitar daños sociales como los que pueden producirse en los casos en que, durante la ejecución de la auditoría, descubra elementos de software dañinos (virus informático s) que puedan propagarse a otros sistemas informático s diferentes del auditado. En estos supuestos el auditor deberá advertir, necesariamente en forma genérica, sobre la existencia de dichos virus a fin de que se adopten las medidas sociales informativas pertinentes para su prevención, pero deberá asimismo cuidar escrupulosamente no dar indicios que permitan descubrir la procedencia de su información.

El auditor deberá asimismo tener presente la ponderación entre sus criterios éticos personales y los criterios éticos subyacentes en la sociedad en la que presta sus servicios, debiendo poner de manifiesto sus opciones personales cuando entren en contradicción con la ética social que el auditado pueda presumir que está implícitamente aceptada por el auditor.

Este principio de adaptabilidad u oposición constructiva tanto a los principios éticos sociales, asumidos como válidos por la comunidad, como a las costumbres dimanantes de los mismos, facilita la necesaria y permanente crítica social sobre dichos principios y costumbres, permitiendo su adaptación a las nuevas necesidades y perspectivas abiertas con el progreso tecnológico regional o mundial.

La consideración del ejercicio profesional de los auditores como servicio público globalmente considerado, exige igualmente una continua elevación del arte de la ciencia en el campo de la auditoría informática, lo que únicamente puede lograrse con la participación activa de los profesionales de dicho sector en la definición de las características y exigencias de su actividad profesional y, por ende, en la elaboración de los códigos deontológicos reguladores del ejercicio responsable de dicha actividad.

4.25 Principio de veracidad

El auditor en sus comunicaciones con el auditado deberá tener siempre presente la obligación de asegurar la veracidad de sus manifestaciones con los límites impuestos por los deberes de respeto, corrección y secreto profesional.

El principio de veracidad no debe, sin embargo, considerarse como constreñido a expresar únicamente aquello sobre lo que se tenga una absoluta y total certeza, sino que implica, con el grado de subjetividad que esto conlleva, poner de manifiesto aquello que, a tenor de sus conocimientos y de lo considerado como "buena práctica profesional", tenga el suficiente grado de fiabilidad como para ser considerado comúnmente como veraz mientras no se aporten datos o pruebas que demuestren lo contrario.

Así pues, la aplicación de este principio exige que el auditor, en el marco de su obligación de informar al auditado sobre el trabajo realizado, comunique a este último sus conclusiones, diferenciando los hechos constatados de las opiniones, propuestas y valoraciones personales, debiendo actuar en la comprobación de los primeros y en la fundamentación de las restantes con una suficiente diligencia profesional para garantizar el cumplimiento de su obligación de informar verazmente.
CONCLUSIONES

Es Importante resaltar el término Deontología y su significado para la práctica del auditor; son normas éticas y morales, encargadas de regular los deberes y derechos de los ciudadanos y profesionales.
Los profesionales de la Contaduría Pública y Auditoría en su ejercicio profesional son considerados como servidores públicos, si bien no existe un Código ético profesional específico o integrado para auditores, distintas organizaciones como los colegios profesionales  han emitido pronunciamientos en cuanto a la ética del profesional de Auditoría, dentro de los principio que el auditor debe de observar para el optimo desarrollo de su actividad esta la Integridad, Objetividad, Confidencialidad, Competencia y diligencia profesionales, Comportamiento profesional.
RECOMENDACIONES
Es recomendable que el profesional aplique éstas normas y principio de ética y moral y no solamente que las conozca, porque de ello dependerá el éxito como persona y como profesional.

El profesional de la Contaduría Pública y Auditoria debe conocer la Deontología aplicable a su profesión, para que este en la capacidad de brindar un trabajo de calidad apegado a la ética, y con ello poder alcanzar un desarrollo integral.

Debe de rechazar cualquier trabajo que implique poner en riesgo su integridad como profesional y como miembro de la sociedad.
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